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Sr. S. de Vega, Presidente 
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 12 de 
enero de 2023, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyy1, en repre-
sentación de D. yyy2, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde 
a sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 649/2022 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 2 de diciembre de 2022 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyy1, en representación de D. yyy2, debido a los daños sufridos en un 
accidente en unas instalaciones deportivas municipales. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 15 de diciembre de 2022, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 649/2022, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Herrera Campo. 

 
Primero.- El 12 de abril de 2022 D. yyy1, en nombre y representación 

de D. yyy2, presenta una reclamación de responsabilidad patrimonial frente al 
Ayuntamiento de xxxx, en la que manifiesta que “Con fecha 20 de mayo de 
2021 sobre las 16:30 horas sufrió un accidente en las instalaciones deportivas 
municipales, en concreto en la pista de futbito allí existente, sita en la Plaza 
ccc1/Calle ccc2 de este término municipal”. Detalla que “El accidente consistió 
en que como consecuencia de un lance normal de juego con otro jugador del 
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equipo contrario mientras aquel atacaba en las proximidades de la portería del 
campo de futbito más alejada a la calle ccc2 el damnificado fue desplazado 
siéndole imposible evitar impactar con la frente y cara en la valla metálica 
(existente en el fondo de la pista, sin una “distancia de seguridad mínima (…) 
que impida que se pueda producir un choque directo del jugador con la valla 
de hierro rígido”) consecuencia de lo cual sufrió un traumatismo cráneo 
encefálico con lesiones y secuelas consistente en cicatrices en la cara y 
frente”. 
 

Adjunta a su reclamación atestado de la Policía Local, dictamen pericial 
de valoración del daño corporal, informe de urgencias e informes médicos. 

 
En su escrito el interesado solicita, entre otras pruebas, que se indique 

“la empresa adjudicataria de la obra realizada en la Plaza ccc1 de xxxx 
consistente en la construcción de una pista de futbito incorporando al 
expediente tanto las prescripciones técnicas previas de la obra que sirvieron 
de base para su realización como la recepción definitiva de la misma por parte 
del Ayuntamiento”.  

 
El reclamante propone prueba testifical y presenta evaluación económica 

de los daños y perjuicios sufridos, que cuantifica en 21.910,62 euros por los 
siguientes conceptos: perjuicio personal moderado y perjuicio personal básico 
(68 días: 2.440 euros), secuela por perjuicio estético moderado (12 puntos: 
14.469,92 euros) y perjuicio moral leve (pérdida de calidad de vida: 5.000 
euros). 
 

Segundo.- Obran en el expediente los siguientes informes:  
 

- Diligencias instruidas por la Policía Local a consecuencia de la 
denuncia presentada por los hechos. 

 
- Informe del jefe del Servicio de Bienes y Contratación del 

Ayuntamiento de 15 de noviembre de 2021.  
 

- Informe del jefe de la Sección de Deportes del Ayuntamiento 
de 10 de diciembre de 2021. 

 
- Informe de la jefa de la Sección de Mantenimiento del 

Ayuntamiento de 26 de febrero de 2022. 
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- Nuevo informe del jefe de la Sección de Deportes de 22 de 
junio de 2022. 

 
- Informe de Asesoría Jurídica de 21 de septiembre de 2022, en 

el que considera que procede desestimar la reclamación. 
 

Tercero.- El 15 y 16 de junio de 2022 se practica la prueba testifical 
propuesta. 

 
Cuarto.- Concedido trámite de audiencia, el 29 de septiembre de 2022 

el reclamante presenta alegaciones donde discute el contenido de los informes 
municipales y reitera las pretensiones contenidas en su escrito inicial. 

 
Quinto.- El 17 de noviembre de 2022 la Asesoría Jurídica emite nuevo 

informe en el que reitera sus argumentos y considera que procede desestimar 
la reclamación. 

 
Sexto.- El 1 de diciembre de 2022 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación de responsabilidad patrimonial. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
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3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 
acuerdo con el artículo 4 de la LPAC. La competencia para resolver la 
reclamación corresponde al Alcalde, sin perjuicio de la delegación de 
competencias que pueda existir, conforme a los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local 
(LBRL), en relación con el artículo 92, párrafo segundo, de la LPAC.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de forma genérica, el artículo 
54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, 
que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un 
servicio público o actividad administrativa; e) ausencia de fuerza mayor. 
Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que transcurra un 
año desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre una reclamación de 

responsabilidad patrimonial por los daños sufridos en un accidente en unas 
instalaciones deportivas municipales. 
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En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 
establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños y 
perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
Por su parte, el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, establece 
que “Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, 
parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de 
la competencia de la entidad local”. 

 
El carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial de la Administración 

se ha modulado por la jurisprudencia al rechazar esta que la mera titularidad 
del servicio determine la responsabilidad de la Administración respecto de 
cualquier consecuencia lesiva relacionada con aquél que pueda producirse. El 
Tribunal Supremo ha declarado, en su Sentencia de 5 de junio de 1998, que 
“la prestación por la Administración de un determinado servicio público y la 
titularidad por parte de aquélla de la infraestructura material para su 
prestación no implica que el vigente sistema de responsabilidad patrimonial 
objetiva de las Administraciones Públicas convierta a éstas en aseguradoras 
universales de todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier eventualidad 
desfavorable o dañosa para los administrados que pueda producirse con 
independencia del actuar administrativo, porque de lo contrario, como 
pretende el recurrente, se transformaría aquél en un sistema providencialista 
no contemplado en nuestro ordenamiento jurídico”. Criterio que ha sido 
recogido en otros fallos (a.e. sentencias de 13 de septiembre de 2002, 30 de 
septiembre y 14 de octubre de 2003, o 17 de abril de 2007). 

 
También ha declarado el Tribunal Supremo, de forma reiterada, que no 

es acorde con el referido sistema de responsabilidad patrimonial objetiva su 
generalización más allá del principio de causalidad, de manera que, para que 
exista aquélla, es imprescindible la existencia de nexo causal entre la actuación 
de la Administración y el resultado lesivo o dañoso producido. En este sentido, 
la Sentencia de 13 de noviembre de 1997 ya señaló que “aun cuando la 
responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la jurisprudencia de 
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esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo es menos que 
ello no convierte a la Administración en un responsable de todos los 
resultados lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones 
públicas, sino que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean 
consecuencia directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de 
aquella”. 

 
En este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de febrero de 

2007 destaca que “es un criterio de imputación del daño al que lo padece la 
asunción de los riesgos generales de la vida (STS 21 de octubre de 2005 y 5 
de enero de 2006), de los pequeños riesgos que la vida obliga a soportar 
(SSTS de 11 de noviembre de 2005 y 2 de marzo de 2006) o de los riesgos no 
cualificados, pues riesgos hay en todas las actividades de la vida (STS 17 de 
julio de 2003), en aplicación de la conocida regla id quod plerumque accidit 
(las cosas que ocurren con frecuencia, lo que sucede normalmente), que 
implica poner a cargo de quienes lo sufren aquel daño que se produce como 
consecuencia de los riesgos generales de la vida inherentes al 
comportamiento humano en la generalidad de los casos, debiendo soportar 
los pequeños riesgos que una eventual falta de cuidado y atención comporta 
en la deambulación por lugares de paso”. 

 
De acuerdo con la doctrina expuesta, se hace necesaria una valoración 

individualizada de cada supuesto que permita apreciar si el daño alegado es 
imputable a la actividad administrativa desarrollada o bien concurren factores 
que hacen quebrar la relación de causalidad precisa para declarar la 
responsabilidad administrativa.  

 
A estos efectos, corresponderá a la parte interesada acreditar que los 

daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal 
del servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi 
incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre 
la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil (LEC), y lo que, más específicamente para el 
régimen de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el 
artículo 67.2 de la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los 
hechos que, en su caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria.  

 
En el supuesto sometido a dictamen puede considerarse acreditado que 

el reclamante sufrió un accidente en el lugar y en la forma indicada en la 
reclamación, algo expresamente reconocido por la propia propuesta de 
resolución, y avalado por la prueba testifical practicada. A lo que cabe añadir 
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que el informe clínico del centro de urgencias, si bien no sirve para probar las 
circunstancias concretas del percance relatadas por el interesado, sí describe 
unas lesiones y daños compatibles con el mismo.  
 

La causa a la que el reclamante atribuye el accidente, y 
consiguientemente las lesiones derivadas del mismo, consiste en el 
incumplimiento de la normativa de seguridad de la pista municipal de futbito. 

 
El interesado afirma que en el fondo de la portería en el que se produjo 

el suceso “no se ha contemplado una distancia de seguridad mínima que evite 
los accidentes que pudieran sufrir los propios jugadores mientras practican el 
deporte para el cual está habilitada la instalación”.  

 
Añade que “la valla de hierro de dicho fondo, por un lado, se sitúa 

justamente detrás de la propia portería y, por otro, no se ha realizado ningún 
tipo de instalación auxiliar, como en la otra portería se ha hecho, que impida 
que se pueda producir un choque directo por el jugador con la valla de hierro 
rígido.  
 

»No se comprende cómo en estas circunstancias y siendo la 
única finalidad de la valla el impedir que el balón pueda afectar a otros 
usuarios no se haya ubicado la valla a una distancia suficientemente alejada 
en este espacio del perímetro del campo, o al menos de metal flexible o mejor 
aún de red de cuerdas detrás de la portería, o, en fin tampoco se haya 
diseñado e instalado un mecanismo de aseguramiento de la integridad de los 
usuarios de las instalaciones que evite posibles impactos directos en la valla 
mediante un medio que amortigüe los golpes”. 

 
Por el contrario, el informe del jefe de la Sección de Deportes de 22 de 

junio de 2022 (página 95 del expediente) concluye que “la instalación 
polideportiva de la Plaza ccc1 reúne las condiciones exigidas para la práctica 
deportiva libre y sin vigilancia municipal”. 
 

En este sentido, el informe de la jefa de la Sección de Mantenimiento 
(páginas 34-36) describe las intervenciones realizadas en el vallado de la pista 
en el año 2013 y manifiesta que “se limitaron a la reposición, reparación y 
refuerzo de los tramos de malla Hércules situados entre los postes verticales”. 

 
El interesado no presenta dictamen pericial o prueba que permita 

desvirtuar el contenido de los citados informes. No se acredita que la valla de 
hierro contra la que chocó el reclamante, consecuencia de un lance propio del 
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juego, incumpliera la normativa de seguridad aplicable a la pista municipal. 
 
Finalmente, no constituye el objeto de este dictamen valorar el 

cumplimiento del contrato menor suscrito entre la Administración y la 
empresa qqqq, S.L., para la ejecución de las obras de reposición y renovación 
del vallado en el año 2013, sino determinar si la pista en la ocurrió el 
accidente cumple la normativa en materia de seguridad. 
 
 Por lo expuesto, en el supuesto analizado concurre lo que se ha venido 
denominando por la doctrina y la jurisprudencia el riesgo general de la vida. 
Este criterio negativo de imputación objetiva a la Administración de un cierto 
resultado dañoso, aunque no está expresamente establecido por la ley, se 
infiere de nuestro global sistema de responsabilidad extracontractual. 
 

En consecuencia, este Consejo comparte el criterio de la propuesta de 
resolución, y considera que no concurren los presupuestos necesarios para el 
reconocimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración, por lo 
que la reclamación debe desestimarse. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada D. yyy1, en representación de D. yyy2, debido a los daños 
sufridos en un accidente en unas instalaciones deportivas municipales. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


